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Antecedentes relativos a la aplicación de la resolución 21/23 del Consejo de Derechos Humanos sobre “Derechos de las Personas de Edad”
1. Principales desafíos relacionados con la promoción y protección de los derechos humanos de las personas de edad que confronta el país.
Desde la perspectiva de los derechos, en las últimas décadas ha surgido, principalmente basado en el principio de la no discriminación, una nueva fase de “especificación” de los derechos dirigidos a ciertos colectivos con características propias y diferenciables de otros, que los colocan en una posición de marginación o inferioridad y que los hace especialmente vulnerables a situaciones de violaciones de derechos, lo que ha significado la adopción de ciertas normas específicas para ellos. Esta especificación que ha estado presente en algunos grupos como las mujeres y niños, pareciera no haber alcanzado aún cabalmente a las personas mayores, lo que hace que muchas veces se encuentren en la invisibilidad a la hora de la defensa de sus derechos.
Por lo que el tema de la promoción y protección de los derechos de las personas de edad, se transforma en un imperativo para las políticas públicas del país.

2. Si la constitución o legislación prohíbe explícitamente la discriminación por motivos de edad. Además indicar si existen organismos específicos destinados a proteger a las personas de edad contra la discriminación, o con mandato de protección y promoción de los derechos de las personas de edad.

Haciendo una revisión constitucional, es posible advertir que el principio rector señalado en la Constitución Política del Estado, es el de igualdad, el que se encuentra plasmado en el Capítulo III, de los Derechos y Deberes Constitucionales, art. 19º de la Carta Constitucional Nº 2, que señala: 

“La Constitución asegura a todas las personas: 

2º. La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.

Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.”

No obstante, no hay en nuestra Carta Fundamental una mención específica a la edad, como tampoco la hay respecto de otros grupos eventualmente susceptibles de ser discriminados. El principio de la igualdad ante la ley es genérico y se prohíbe a la ley y autoridad establecer diferencias arbitrarias.

En nuestra legislación laboral, dentro de los principios laborales se señala la edad como causal de discriminación.  La que se encuentra incorporada en el Código del Trabajo en el artículo 2º, el que hizo suyas las disposiciones del Convenio Nº 156 de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, sobre la igualdad de oportunidades y de trato entre trabajadores y trabajadoras.

Art. 2º. “Reconócese la función social que cumple el trabajo y la libertad de las personas para contratar y dedicar su esfuerzo a la labor lícita que elijan.

Inciso 3º: Son contrarios a los principios de las leyes laborales los actos de discriminación.

Inciso 4º: Los actos de discriminación son las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional u origen social, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y ocupación”.

De acuerdo a lo anterior, la variable edad si se encuentra reconocida en el Código del Trabajo como condición específica de discriminación, señalando incluso el inciso sexto del artículo segundo, como actos de discriminación especiales, las ofertas de trabajo efectuadas por un empleador en la que se señale como requisito para postular alguna de las condiciones referidas en el inciso cuarto, entre ellas la edad.

No obstante, en la práctica esta norma, no tiene mayor aplicación, por cuanto continúa siendo una importante causa de discriminación, el acceso al trabajo en las personas  de edad.

A partir del año 2012, Chile cuenta con una ley específica contra la discriminación, la ley Nº 20.609 “Establece medidas en contra la Discriminación”.

· El objetivo de la ley es (art. 1º): instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria.
· El inc. 2º del artículo establece obligaciones al Estado:
Corresponderá a cada uno de los órganos del Estado, dentro del ámbito de su competencia, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidas por la Constitución Política de la República, las leyes y tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. 
Art. 2º define discriminación arbitraria como:

· Toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República, o tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como:
- Raza o etnia;

- nacionalidad;

- situación socioeconómica;

- el idioma;

- ideología u opinión política;

- religión o creencia;

- sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas;

- sexo;

- orientación sexual;

- identidad de género;

- estado civil;

- edad;

- filiación;

- apariencia personal; y

- enfermedad o discapacidad
Art. 3º de la ley, establece una acción de no discriminación arbitraria.
“Los directamente afectados por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria podrán interponer la acción de no discriminación arbitraria a su elección, ante el juez de letras de su domicilio o ante el del domicilio del responsable de dicha acción u omisión.
Si bien esta nueva legislación, tiene por objetivo específico instaurar un mecanismo judicial, cuando se cometa un acto de discriminación arbitraria, y por otra parte, contiene dentro de la enumeración de las causales sospechosas de discriminación, la edad, falta aún ver la aplicación efectiva que tendrá y si las discriminaciones por edad en la vejez efectivamente serán materia de acción de no discriminación arbitraria.
Ahora bien, en cuanto a que si en el país existe un organismo específico con mandato de protección y promoción de los derechos de las personas de edad.

A través de la ley Nº 19.828, del año 2002, se creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor, SENAMA, como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objetivo según el art. 1º de la ley:
“Velar por la plena integración del adulto mayor a la sociedad, su protección ante el abandono y la indigencia, y el ejercicio de los derechos que la Constitución de la República y las leyes le reconocen”.
En cumplimiento de ese mandato legal, SENAMA ejecuta una serie de programas, tendientes al cumplimiento de ese objetivo.
3. Legislación, políticas nacionales, estrategias y planes de acción específicos adoptados por el país para asegurar la igualdad en el goce de derechos de las personas de edad, en particular en las áreas de prevención y protección contra la violencia y los malos tratos, protección social, alimentación y vivienda, empleo, capacidad jurídica, acceso a la justicia, atención en materia de salud, tratamientos paliativos y cuidados asistenciales de largo plazo.
De acuerdo a lo señalado en el número anterior, el Estado de Chile cuenta con un servicio público especializado en materias de envejecimiento y vejez, SENAMA. 

En lo que dice relación con el área de prevención y protección contra la violencia y los malos tratos, uno de los hitos más relevantes asociados al marco de acción contra el maltrato, es la ley Nº 20.427, que podría ser considerada como la primera legislación, después de la dictación de la ley de creación de SENAMA y las normas previsionales, como específica para las personas de edad.

Esta ley modificó tres cuerpos legales diferentes, la ley de violencia intrafamiliar, la ley de creación de tribunales de familia y el Código Penal, introduciendo en específico el maltrato al adulto mayor en la legislación nacional.

La modificación a la ley Nº 20.066 de violencia intrafamiliar, estableció explícitamente la  obligación del Estado a adoptar políticas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar, en contra de  los adultos mayores y a prestar asistencia a las víctimas.  De esta manera, se hace manifiesta la obligación del Estado, de establecer políticas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar en contra del adulto mayor, así como a prestar asistencia a la persona mayor maltratada.

A partir del año 2012 SENAMA cuenta con un Programa Nacional contra el Maltrato y Abuso al Adulto Mayor, que tiene como objetivo contribuir a la promoción y ejercicio de los derechos de las personas mayores a través de la prevención, detección y atención del maltrato que los afecta. Sus objetivos específicos son, promover la generación de conocimientos en torno a la violencia, el maltrato y abuso hacia el adulto mayor, desarrollar estrategias de prevención y difusión en relación al Abuso y maltrato al adulto mayor, ejecutar acciones de atención social integral de casos de maltrato hacia el adulto mayor y brindar asesoría legal y facilitar el acceso expedito a la justicia en casos de maltrato hacia el adulto mayor.
En materia de protección social la preocupación del Estado por la vejez y envejecimiento se ha visto reflejada en la gran Reforma Previsional, que entró en vigencia en Chile el año 2008, a través de la Ley Nº 20.255 de Reforma Previsional, estableciendo un Sistema de Pensiones Solidarias que beneficia a quienes: i. No se han incorporado a un sistema previsional. ii. No tienen derecho a pensión. iii. No han logrado reunir los fondos necesarios para financiar una pensión digna, por lo que con un enfoque universal, se otorgan pensiones a adultos mayores.
Respecto a las pensiones, y a partir de noviembre del año 2011, se debe destacar la eximición del pago del 7% de cotización legal para salud a adultos mayores que cumplan con los requisitos establecidos en la ley, haciéndose cargo el Estado de financiar esta cotización. Son beneficiarios de esta rebaja los que recibe la Pensión Básica Solidaria y los jubilados que tengan asociada a su pensión el beneficio de Aporte Previsional Solidario.
Desde SENAMA se ejecuta el Programa de Apoyo Integral al Adulto Mayor Chile Solidario (Programa Vínculos), cuyo objetivo es incorporar a los adultos mayores a la red de protección social, garantizando subsidios y oferta preferente;  entregando apoyo psicosocial en sesiones de trabajo con monitores especializados.
En materia de alimentación, se destaca el Ministerio de Salud que ejecuta el Plan de Alimentación Complementaria del Adulto Mayor (PACAM), constituido por un conjunto de actividades de apoyo nutricional preventivo y de recuperación, que distribuyen alimentos a personas mayores beneficiarias de Fondo Nacional de Salud (FONASA), sistema pública de salud, a través de establecimientos del Sistema Nacional de Servicios de Salud o adscritos a él. Los productos que actualmente conforman el programa son: Crema Años Dorados y Bebida Láctea Años Dorados.

Respecto a personas mayores y vivienda, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, lleva a cabo, el subsidio de grupo familiar, cuyo objetivo en proyectos de construcción, cuando el grupo familiar se encuentre compuesto por 5 o más miembros, o por 4 si tienen entre ellos a una persona mayor, dicho postulante recibirá un subsidio adicional.
Por otra parte el Ministerio de Vivienda y Urbanismo implementa el subsidio de ampliación de vivienda para acoger al adulto mayor, programa que entrega subsidios, a las familias vulnerables que cumplan los requisitos estipulados y que deseen realizar una ampliación destinada a acoger a un adulto mayor. El subsidio también beneficia a los adultos mayores propietarios de una vivienda cuya propuesta permita ampliar su lugar de residencia para que un familiar lo pueda cuidar.
Por su parte, SENAMA en conjunto con el Ministerio de Vivienda y Urbanismo ejecuta el Fondo de Servicios de Atención al adulto mayor, para una solución integral a personas mayores en situación de vulnerabilidad con requerimiento habitacional y de servicios de apoyo y/o cuidado, a través de la construcción y puesta en marcha de 14 Establecimientos de Larga Estadía para el Adulto Mayor (ELEAM) estatales que entreguen atención sociosanitaria de calidad, además de la construcción de condominios de viviendas tutelados para mayores, los que junto con solucionar la carencia habitacional, cuenta con servicios de apoyo social y comunitario.

Adicionalmente a los Programas anteriores, SENAMA en el marco de la implementación de la Nueva Política Integral de Envejecimiento Positivo 2012 – 2025, a partir del año 2013 desarrollará tres nuevos programas:
a) Programa Estatal de Cuidados Domiciliarios: programa orientado a que asistentes domiciliarios, debidamente capacitados otorguen prestaciones sociosanitarias a Adultos Mayores en situación de vulnerabilidad y dependencia moderada o severa. Los objetivos principales son: “dar un respiro” al familiar cuidador y mantener a nuestros adultos mayores el mayor tiempo posible en sus hogares para así evitar o retrasar su institucionalización. Cobertura: 1.200 adultos mayores beneficiados.
b) Centros Diurnos: espacio físico adecuado a la población adulta mayor en situación de dependencia leve o fragilidad que otorgan servicios integrales para alcanzar un envejecimiento activo y saludable. Se entregará un per cápita a estos Centros que tendrán como objetivo retardar la dependencia y el deterioro físico, psíquico y promover la autonomía, para ello se desarrollarán en dichos centros actividades de carácter recreativo, preventivo y de vinculación sociocomunitaria. Cobertura: 1.200 adultos mayores beneficiados.
c) Fondo Concursable para Establecimientos de Larga Estadía (ELEAM): El Gobierno destinará recursos para apoyar a Instituciones sin fines de lucro, que operen ELEAM, orientados a acoger a personas mayores que necesitan ser institucionalizadas. Este Programa intenta ayudar con los costos de mantención de personas mayores institucionalizadas de escasos recursos y que permite que el Estado y la Sociedad Civil trabajen en conjunto para asegurar una mejor calidad de vida a aquellas personas mayores que necesitan atención permanente. Cobertura: 6.000 adultos mayores beneficiados.
En materia de salud, encontramos la ley Nº 19.966, que estableció el Plan de Garantías Explícitas de Salud (GES). El que garantiza a todos los afiliados al Fondo Nacional de Salud, Fonasa (seguro público de salud) e Isapres (seguro privado de salud) acceso, calidad, oportunidad y protección financiera, en caso de sufrir cualquiera de las 80 patologías definidas por el Ministerio de Salud, 41 de las cuales afectan directamente a adultos mayores. La atención a las patologías incorporadas incluye también las terapias farmacológicas. 

Asimismo, a través del Ministerio de Salud se realizan una serie de programas especialmente dirigidos a las personas mayores. En Chile desde el año 1998 se cuenta con una Política de Salud para el Adulto Mayor. A continuación se mencionan los programas más relevantes, para los adultos mayores beneficiarios del sistema público de salud:

a) Programa de atención domiciliaria a personas mayores con dependencia severa, en el que un equipo de salud visita periódicamente a personas mayores postradas. Se entrega colchón anti escaras y silla de ruedas. A su vez, para las personas en condición de pobreza, el familiar que cuida puede postular a un bono de veinte mil pesos y fracción (U$ 40).

b) Programa de Alimentación Complementaria del Adulto Mayor (PACAM), para los beneficiarios del sistema público de salud, el que se preocupa de entregar alimentos formulados especialmente para Personas Mayores. El requisito para obtener este beneficio es tener al día los controles de salud.
c) Examen preventivo para personas mayores, Es un plan de evaluación de salud que busca prevenir, detectar o controlar un conjunto de enfermedades mediante su detección precoz. Se realiza una vez por año y en caso de encontrar alguna patología, la persona mayor es derivada a un médico para su diagnóstico y tratamiento. 

En materia de trabajo, en el último tiempo, se ha manifestado mayor interés respecto a la situación laboral del adulto mayor, es así que existen proyectos de ley presentados al Congreso Nacional, con el objeto de facilitar la reinserción laboral del adulto mayor al trabajo.

También existen coordinaciones entre el Ministerio del Trabajo y SENAMA, en orden a facilitar y/o reincorporar a las personas mayores desempleadas a un puesto de trabajo, mediante la intervención de un agente privado, encargado de insertar en un trabajo formal al beneficiario. También existen medidas para mejorar las competencias laborales y facilitar el acceso a un empleo o actividad de carácter productivo a personas entre 60 y 65 años de menor calificación o remuneración, sin trabajo, por medio de becas de capacitación en oficios.

Respecto a la capacidad, en Chile, la regla general es la capacidad, esto es, las personas mayores de edad, pueden obligarse por sí mismas, sin el ministerio o la autorización de otra persona (art. 1.445 Código Civil). En ese sentido el art. 1.446 del Código Civil reitera este principio señalando que toda persona es legalmente capaz, excepto aquellas que la ley declara incapaces.

Sin embargo, la legislación del país no contempla aquellas situaciones en las que las personas mayores se encuentran en una etapa temprana de una enfermedad neurológica degenerativa.
En el tema de acceso a la justicia, el programa de maltrato que ejecuta SENAMA desde el año 2012, contiene un componente específico para brindar asesoría legal y facilitar el acceso expedito a la justicia en casos de maltrato hacia el adulto mayor. Esto se materializa a través de la construcción de una Red de Prevención y Atención del Maltrato a las Personas Mayores, cuyo diseño e implementación supone la coordinación interinstitucional y sectorial que posibilite la atención integral y el patrocinio legal en casos de maltrato.
Por otra parte, el Ministerio de Justicia acaba de adjudicarse una iniciativa de cooperación técnica denominada, Euro Social II, Programa para la Cohesión Social en América Latina, cuyo objetivo general es reducir de manera efectiva, las barreras al acceso a la justicia y ampliar la cobertura de la justicia estatal a favor de grupos de población vulnerables.
De acuerdo a lo anteriormente señalado, existe una preocupación especial en el país por el tema del envejecimiento y la vejez, es así como durante el año 2012 SENAMA, articuló el trabajo en torno a una Política Integral de Envejecimiento que se generó como respuesta al mandato presidencial del Presidente Sebastián Piñera. SENAMA junto al Ministerio de Desarrollo Social, creó un Comité Interministerial que congregó a la Presidencia y los Ministerios de Salud, Educación, Hacienda, Transporte y Telecomunicaciones, Trabajo y Previsión Social, Vivienda y Urbanismo, Justicia, Economía, Cultura, Servicio Nacional de la Mujer, Subsecretaria de Prevención del Delito, Servicio Nacional de Turismo, Instituto Nacional de Deportes y Programa Elige Vivir Sano, en conjunto con la Cámara de Diputados, diversas Universidades, Centros de Estudios, organizaciones de mayores de todo el país y Organismos Internacionales, considerado indispensable el trabajo interdisciplinario que debe estar presente para trabajar integralmente el tema del envejecimiento. Esta política se realizó con recursos asociados. Es así como el presupuesto de SENAMA aumentó en un 65% para el año 2013. 

Esta política que presenta acciones de corto, mediano y largo plazo, se enmarca en torno a tres objetivos generales, proteger la salud funcional de las personas mayores, mejorar su integración a los distintos ámbitos de la sociedad e incrementar sus niveles de bienestar subjetivo.

Finalmente, y de acuerdo a los antecedentes anteriormente señalados, podemos concluir que el país ha avanzado en visibilizar las problemáticas asociados a la vejez y el envejecimiento, teniendo respuestas en las áreas más prioritarias a través de legislaciones, políticas públicas, planes y programas, Sin embargo, en materias de promoción y protección de los derechos humanos de las personas de edad, se requiere una verdadera inclusión en la agenda de la igualdad, los derechos humanos y la protección social, para la construcción de una sociedad para todas las edades.
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